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ACCESO CARNAL VIOLENTO. [N]o puede decirse que todo esto fue un invento de la menor para desquitarse por el hecho de que supuestamente EDUARDO DE JESÚS no quiso sostener una relación estable con ella, porque la prueba es contraria a una tal aseveración defensiva, y a juicio de la Sala el órgano encargado de la persecución penal sí demostró más allá de toda duda razonable, no solo la materialización de la conducta endilgada al señor EDUARDO DE JESÚS CRUZ  TREJOS, sino su responsabilidad en esa ilicitud, a consecuencia de lo cual se debe asegurar que el funcionario de instancia no se equivocó en sus apreciaciones y existe mérito suficiente para confirmar la determinación de condena en la forma en que fue confeccionada.
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  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Agosto 29 de 2017, 9:30 a.m.

	Acusado: 
	Eduardo de Jesús Cruz Trejos 

	Cédula de ciudadanía:
	1.059.697.368 de Quinchía (Rda.)

	Delito:
	Acceso carnal violento

	Víctima:
	J.L.L.B. de 16 años de edad para el momento de los hechos

	Procedencia:
	Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.)

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa contra el fallo condenatorio de fecha octubre 22 de 2015. CONFIRMA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:
1.- hechos Y precedentes
La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:
1.1.- Los hechos fueron plasmados por el funcionario de primer nivel en el fallo confutado de la siguiente manera:

“La noticia criminal fue dada a conocer mediante denuncia formulada por la señora Adriana Nohemy Londoño Ladino, quien manifestó que el día 7 de septiembre de 2013, siendo aproximadamente las 11:00 de la noche, cuando la joven J.L.L.B. regresaba de ver un partido de fútbol en el corregimiento de Santa Elena de esta localidad, al cruzar por la vereda El Ceibal, a un kilómetro de su casa, fue sorprendida por el señor Eduardo Cruz, quien la intimó con arma blanca y abusó de ella, refiriendo que no era la primera vez, sino que cuando tenía 15 años de edad también lo hizo, sin que lo hubiera denunciado por miedo. La misma joven en entrevista fue enfática en señalar al señor Eduardo Cruz, como la persona que la accedió carnalmente”.
1.2.- Adelantado el programa metodológico de investigación, la Fiscalía 29 Seccional de Quinchía (Rda.) pidió la captura del procesado y una vez se hizo efectiva se llevaron a cabo ante el Juzgado Séptimo Penal Municipal con funciones de control de garantías de Pereira (enero 11 de 2015) las audiencias preliminares de legalidad de aprehensión y formulación de imputación, por medio de las cuales se le endilgaron cargos al señor EDUARDO DE JESÚS CRUZ TREJOS por el delito de acceso carnal violento en concurso homogéneo, reglado en los artículos 31 y 205 C.P., quien GUARDÓ SILENCIO. Así mismo se le impuso medida de aseguramiento de detención preventiva.
1.3.- Por lo anterior, la Fiscalía presentó formal escrito de acusación (marzo 4 de 2015) en el que endilgó cargos en la persona del imputado como autor de la conducta de acceso carnal violento en concurso homogéneo, cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.), autoridad ante la cual se llevaron a cabo las audiencias de formulación de acusación (abril 7 de 2015), preparatoria (mayo 11 de 2015), y juicio oral (julio 21, 22 y septiembre 2 de 2015), al final del cual se dio a conocer un sentido de fallo de carácter adverso, para posteriormente emitir la sentencia respectiva (octubre 22 de 2015), en la que: (i) condenó al señor EDUARDO DE JESÚS CRUZ TREJOS  por el delito de acceso carnal violento;  (ii) le impuso pena de 144 meses de prisión y la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual término; y (iii) le negó la suspensión de la ejecución condicional de la pena.
1.4.- Los fundamentos que tuvo en consideración el a quo para llegar a la conclusión de condena en contra del procesado, se hicieron consistir en que del análisis en conjunto de las pruebas practicadas se acreditó plenamente la responsabilidad del acusado en la ilicitud, al haberse establecido sin discusión alguna: (i) que entre el agresor EDUARDO DE JESÚS CRUZ y la adolescente J.L. hubo un lazo sentimental pero con antelación a la fecha en que se sostiene se presentó el hecho de agresión sexual; (ii) que ese siete de septiembre si existió un encuentro sexual entre los antes mencionados, como éstos lo refirieron; y (iii) que se demostró con el dictamen pericial que los rastros de semen hallados corresponden al hoy procesado. A consecuencia de lo cual lo que restaba establecer era si ese contacto sexual lo fue en forma violenta o consentida, y a ese respecto sostuvo lo siguiente:
En criterio del despacho esa relación sexual se dio de la forma como lo dijo la afectada en su declaración y lo ha mantenido a lo largo del tiempo, ya que su relato ha sido coherente e hilado, sin que persona de inteligencia promedio pueda sostener una mentira ante tanta gente -su madre, su  compañero, su cuñada, el médico, el psicólogo del Hospital Nazareth, y el psícólogo de medicina legal-, por un tiempo tan prolongado, y aparentar consecuencias emocionales luego de ser sometida a tratamiento psicológico. 

Llama la atención el hecho de que dos informes psicológicos sean coincidentes en afirmar que hicieron entrevista a la víctima, le aplicaron pruebas proyectivas, y ambos son coincidentes en que el relato es lógico y coherente, o sea que los hechos son adaptados a la realidad. Igualmente del dictamen sexológico se desprende la presencia de edemas y eritemas en la zona genital de J.L.L.B., y según se explicó, ello es señal de músculos contraídos y falta de lubricación, lo que acontece cuando una relación no es consentida y existe una resistencia del cuerpo en la relación sexual.

Lo que no se logró establecer según las consideración del sentenciador, fue el primer contacto sexual violento que refirió la  víctima, a falta de una denuncia sobre ese particular acontecer, a consecuencia de lo cual desechó el concurso de hechos punibles tal cual lo había pregonado la Fiscalía al momento de la acusación.

Luego de hacer alusión a jurisprudencia relacionada con el testigo único, expresó el juzgador que lo dicho por J.L.L.B. merece toda credibilidad, al observarse trasparente y estar corroborado con aspectos fundamentales referidos en otros medios probatorios, como lo eran las lesiones sufridas y las afectaciones psicológicas que se derivaron de ese hecho.
Concluye que la aseveración de la defensa en el sentido que la víctima es una mentirosa y que efectuó un montaje para perjudicar a su cliente, se cae de su propio peso, como quiera que se pretendió demostrar esa afirmación con personas que la conocen como “borracha”, “amiguera”, y que “anda con uno y con otro”, situaciones que nada tenían que ver en este caso, ya que no se puede presumir el consentimiento de la víctima por su comportamiento en el medio social, en cuanto lo que se pretende proteger es la libertad sexual y aquí está claro que ella no accedió a las pretensiones del señor CRUZ TREJOS. 
1.5.- Inconforme con la decisión adoptada, el defensor hizo expresa su intención de apelar el fallo y que lo sustentaría en forma oral. 
2.- Debate

2.1.- Defensa -recurrente- 
Solicita se revoque el fallo de condena y en su lugar se absuelva a su protegido ante la existencia de duda probatoria, lo que sustenta en los siguientes términos:
El a quo hace un análisis probatorio parcializado al otorgar a las pruebas un valor que no tienen, en particular los exámenes psicológicos al dejar de lado las reglas de la experiencia. Y así es porque aunque acepta que la supuesta afectada mintió ya que ella y su victimario eran amantes, al final concluye que esa noche hubo un acceso carnal violento porque ella así lo aseguró, de lo cual deduce que los eritemas eran producto de esa misma violencia. Pero olvidó el fallador que la joven reconoce que esa noche al lavarse se estregó fuertemente esa parte del cuerpo, y ello pudo ser la causa del eritema.

Afirma que si bien es cierto se dio una relación sexual, no hay certeza que fuera violenta, ya que lo único que la sustenta es el dicho de la supuesta víctima, de quien se probó que mintió en el proceso al negar la existencia de sentimientos mutuos y al inventar un primer abuso.  
El a quo al parecer vive en un país distinto, al no creer que en Colombia alguien sea capaz de sostener una mentira ante muchas personas y aparentar consecuencias emocionales, como a diario se aprecia en las noticias. Y aquí se sabe que el motivo por el cual ella actuó de esa manera lo fue porque él se negó a convivir con ella, olvidándose que “una joven despechada es más peligrosa que cualquier delincuente”. De lo cual se extrae que la joven obró por venganza, y para ello lloró dramáticamente en juicio al narrar que fue violada una primera vez cuando en el proceso se probó que esa inicial agresión nunca se presentó.

Si J.L.L.B. ha contado la misma historia de forma coherente una y otra vez, es porque describió una secuencia que efectivamente vivió, es decir, explicó el recorrido que se llevó a cabo luego de terminarse el partido, cuando se fueron a una cantina a tomar, y posteriormente cuando salieron en barra de amigos y finalmente quedó sola con EDUARDO, con la única diferencia que tuvo que mentir en cuando a la violencia ejercida, la cual no es admisible porque quedó claro que ellos eran amigos, se hablaban y andaban de romance.
Con respecto a los dictámenes practicados, se pregunta ¿en cuántos se dice que la menor miente o que su relato no es coherente?, e indica que la experiencia enseña que no pasan del 2%, lo que implica que siempre son solidarios con la supuesta víctima y las herramientas usadas no son adecuadas para determinar verdad o mentira, ya que solo el juez lo puede establecer al analizar las pruebas. 
No es creíble que hubiese sido violada en esta última ocasión, si mintió al sostener que eso mismo había pasado un año atrás cuando aún era virgen, porque para ese entonces ya salía con su primo ALBEIRO, quien ni se enteró ni notó nada extraño.

Trae a colación la sentencia 23706 de la Sala Penal de la Corte  Suprema, para indicar que no se cumplen las exigencias allí plasmadas para llevar al juez al grado de convencimiento en torno a la responsabilidad en delitos sexuales, por cuanto: (i) nadie puede confirmar la versión de la supuesta víctima; (ii) medicina legal solo dio fe de un eritema que se explica sucedió por la alergia con el contacto con el pasto; (iii) todos los testigos contradijeron a la denunciante al demostrar que sí existía una relación sentimental con el supuesto victimario, y que esa noche estaban de amoríos y se fueron juntos; a consecuencia de lo cual es muy difícil que fuera necesario amenazarla para sostener actos sexuales cuando las tenían normalmente; y (iii) está claro que la denunciante quiere perjudicar al procesado por no quedarse con ella y preferir a quien hoy es su compañera permanente. 

2.1.- Fiscalía –no recurrente- 
Expresa su conformidad con el fallo adoptado y pide su confirmación, lo cual sustenta de la siguiente manera:

Los hechos ocurridos en septiembre 7 de 2013 sobrevinieron bajo las circunstancias descritas por la víctima y referidas por los testigos, sin que esa hubiera sido la primera vez que el señor EDUARDO DE JESÚS abusó de ella, aunque frente a ese hecho no pidió condena al no haberse denunciado en su momento porque la menor no se quería sentir mal ante los vecinos del sector por lo sucedido. Situación diferente con el segundo evento porque la joven se armó de valor para denunciar a su agresor, ya que no estaba dispuesta a que se repitiera cada vez que CRUZ TREJOS quisiera hacerlo, siendo éste el motivo por el cual contó lo sucedido en ese preciso instante a quienes la vieron llegar en estado lamentable.

Al juicio se allegaron los testimonios del médico legista que efectuó la valoración sexológica a la víctima, quien tomó muestras donde se hallaron espermatozoides identificados como procedentes del señor CRUZ TREJOS, y que fue materia de estipulación probatoria. E igualmente se estableció la presencia de edema y eritema, lo que se debe a la contracción de los músculos por la residencia.
No comparte la apreciación de la defensa en el sentido que la joven mintió, porque aunque los testigos se refirieron a los dichos de la afectada e incluso quisieron estar a favor del procesado al relatar unos supuestos amoríos, es lo cierto que se contradijeron y ninguno pudo sostener la existencia de ese supuesto noviazgo, porque incluso tal situación la desdibujó el propio acusado al señalar que sostenía encuentros sexuales con la víctima en los matorrales al saber que era una menor, como situación que indica que de haber existido tal lazo sentimental nadie se enteró de ello por hacerse a escondidas, y por eso ninguno de los testigos pudo asegurar que públicamente tuvieran un romance.
El grupo interdisciplinario que atendió a J.L.L.B. afirma que desde el comienzo ésta hizo un relato hilado, lógico y coherente, y el acervo probatorio lleva a concluir que el episodio le causó traumas que debieron ser objeto de tratamiento terapéutico y farmacológico, como situación que se extendió en el tiempo según lo explicó el Dr. JOSÉ IGNACIO ARENAS, psicólogo del hospital Nazareth de Quinchía, de quien resalta lo dicho en juicio, así como lo narrado por el siquiatra de medicina legal JORGE OLMEDO CARDONA. 
De igual modo, la declaración de J.L.L.B. fue corroborado por su progenitora, quien la observó instantes después de acaecido el hecho, y anotó que llegó con una picazón en su cuerpo por haber sido sometida en un lugar boscoso que le generó una alergia, sin que esto fuera desde luego lo único que llevó al juez a dictar sentencia, sino el conjunto de evidencias descritas por los profesionales.
Es totalmente cierto que entre ellos hubo una amistad de tiempo atrás, pero EDUARDO fue claro en indicar que J.L.L.B. sabía que él tenía otra mujer y no existía motivo alguno para denunciarlo en la forma en que lo hizo. Así que si alguien miente es el procesado quien refiere que la víctima inventó todo para perjudicarlo, cuando la ciencia nos dice que sí hubo una relación sexual, y que de haber sido consentida no habría producido los hallazgos ya registrados. 
2.3.- Debidamente sustentado el recurso, el funcionario de primer nivel lo concedió en el efecto suspensivo y dispuso la remisión de los registros pertinentes ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada. 
3.- Para resolver, se considera
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por las partes habilitadas para hacerlo -en nuestro caso la Defensa-.

3.2.- Problema jurídico planteado

Corresponde al Tribunal establecer si la sentencia de condena proferida en contra del señor EDUARDO DE JESÚS CRUZ TREJOS  se encuentra acorde con el material probatorio analizado en su conjunto, en cuyo caso se dispondrá su confirmación; o, de lo contrario, se procederá a la revocación y en su reemplazo se dictará fallo absolutorio, como lo solicita el recurrente.

3.3.- Solución a la controversia

No se percibe, ni ha sido tema objeto de controversia, la existencia de algún vicio sustancial que pueda afectar las garantías fundamentales en cabeza de alguna de las partes e intervinientes, o que comprometa la estructura o ritualidad legalmente establecidas para este diligenciamiento, en desconocimiento del debido proceso protegido por el artículo 29 Superior.

Igualmente se aprecia de entrada, que las pruebas fueron obtenidas en debida forma y las partes confrontadas tuvieron la oportunidad de conocerlas a plenitud en clara aplicación de los principios de oralidad, inmediación, publicidad, concentración y contradicción.

De acuerdo con lo preceptuado por el artículo 381 de la Ley 906 de 2004, para proferir una sentencia de condena es indispensable que el juzgador llegue al conocimiento más allá de toda duda, no solo respecto de la existencia de la conducta punible atribuida, sino también acerca de la responsabilidad de las personas involucradas, y que tengan cimiento en las pruebas legal y oportunamente aportadas en el juicio.

De la información válidamente obtenida en juicio se desprende que el día sábado 7 de septiembre de 2013, la menor J.L.L.B. -para ese entonces con 16 años- se encontraba con algunos amigos en la Vereda Santa Elena de Quinchía (Rda.), donde se jugaba un partido de fútbol, y una vez concluyó decidieron trasladarse hasta un establecimiento público -cantina o discoteca- donde ingresaron J.L.L.B., la también menor para esa época A.L.L., LUIS ALBERTO CRUZ, OLIVERIO PINTO CHIQUITO, ANCÍZAR ANTONIO PINTO CHIQUITO, y el hoy procesado EDUARDO DE JESÚS CRUZ TREJOS.  En dicho sitio bailaron e ingirieron bebidas alcohólicas y al cabo de un tiempo salieron de allí para dirigirse a la vereda El Ceibal, lo cual hicieron a pie.

Según lo indicaron varios de los testigos, en dicho recorrido las parejas conformadas por EDUARDO CRUZ y J.L.L.B., y OLIVERIO PINTO y la menor A.L.L., caminaron siempre adelante y atrás de ellos lo hicieron sus demás acompañantes, quienes al llegar a la vereda Matecaña ingresaron por poco tiempo a una rumba que se realizaba en la escuela del sector, para luego continuar su recorrido, y una vez cerca del lugar de destino, los señores ANCÍZAR ANTONIO PINTO CHIQUITO, LUIS ALBERTO CRUZ, y al parecer la esposa de este, se desviaron por un camino que les recortaba distancia hasta su vivienda, en tanto las dos parejas decidieron continuar por la carretera. Una vez llegaron a la vivienda de la menor A.L.L., el señor OLIVERIO se quedó allí mientras se despedía, en tanto EDUARDO DE JESÚS CRUZ  continuó su camino con J.L.L.B., según éste lo refirió.

Tal información, como se señaló, fue la que la mayoría de los testigos refirieron en juicio, pero contrario a ello, la afectada, si bien coincide en la mayoría de los datos ofrecidos por esos declarante, aclaró que durante ese recorrido siempre caminó en compañía de su amiga A.L.L., y que una vez llegaron a la vivienda de ésta, OLIVERIO y EDUARDO se quedaron allí hablando, por lo que aprovechó para correr y tratar de llegar más rápido a su casa, pero sucedió que en el camino fue alcanzada por EDUARDO quien la tomó del brazo para que dialogaran y posteriormente al ella pedir que la soltara o gritaba, la intimidó con un arma blanca para ingresarla a un matorral y accederla carnalmente.
Por su parte, el acusado CRUZ TREJOS, a diferencia de lo que aseguró la afectada, explicó que durante todo el trayecto ellos se fueron tomados de la mano, hablaban cosas de amor, se besaban y que una vez se quedaron solos, de manera consensuada decidieron tener ese encuentro carnal, momento en el que la adolescente le dijo que su sueño era irse a vivir con él, instante en el cual le dijo que sí, pero luego de haberla acompañado hasta el patio de su vivienda, donde la joven nuevamente le manifestó que si arreglaba sus maletas, le respondió que no lo haría porque buscaba reconciliarse con la pareja sentimental que tenía para aquél entonces, por lo cual la menor J.L.L.B. entró en llanto y dijo que se arrepentiría de ello.

En criterio de la Corporación, de lo allegado al juicio oral se logró demostrar que en septiembre 7 de 2013 la adolescente J.L.L.B. y EDUARDO DE JESÚS CRUZ hacían parte de un grupo de amigos que compartía en una discoteca de la Vereda Santa Elena, y que luego de allí salieron hacia sus respectivos lugares de residencia. Igualmente está debidamente soportado, no solo por los dichos de la propia víctima, sino del acusado, y además corroborado científicamente, que esa noche sí se dio un contacto sexual entre ellos, con la diferencia consistente en que al decir de la afectada todo sucedió de manera violenta, en tanto el procesado asegura que ello se dio en forma consensuada en virtud del vínculo afectivo que los unía.

Para la Sala entonces, la razón que motiva el examen de la sentencia condenatoria proferida en contra del señor CRUZ  TREJOS, no es otra que establecer si en efecto obran evidencias que permitan acreditar no solo la materialidad de la infracción, sino la responsabilidad del acusado en los hechos, ya que en sentir de la defensa recurrente obran sendas dudas sobre el compromiso de su cliente en la comisión del ilícito del que fue víctima J.L.L.B.
, en cuanto asegura que si bien se dio dicho encuentro sexual, éste fue consensuado y la denuncia se hizo como retaliación porque el señor CRUZ TREJOS no quiso quedarse con la joven; además de haber mentido la adolescente al no hacer referencia al lazo amoroso que sostenía con éste, lo mismo que sobre un primer abuso sexual que no tuvo ocurrencia. Contrario a tal postura, tanto el juez a quo como la delegada fiscal sostuvieron que sí se presentó una agresión de índole sexual en los términos en que fueron denunciados.
Huelga decir que los delitos que atentan contra la libertad y formación sexuales se caracterizan por la escasez probatoria, al ser apenas lógico que se lleven a cabo en la intimidad del domicilio de la víctima o del victimario o en sitios despoblados o solitarios, como es lo que acá se afirma, ya que los comportamientos que se reprochan sucedieron al decir de la menor en un matorral cercano a su residencia ubicada en la vereda El Ceibal de Quinchía (Rda.).

En el juicio oral la prueba testimonial fue abundante -se escucharon en declaración a 19 personas, entre ellos la víctima, su progenitora, su actual compañero sentimental, su cuñada, investigadores de policía judicial, médico forense, peritos en psicología, el procesado quien renunció a su derecho a guardar silencio, su compañera sentimental, su cuñado, así como vecinos y conocidos de víctima y victimario, residentes en la vereda El Ceibal-, cada uno de los cuales expresó el conocimiento o las actividades desarrolladas a raíz de los hechos denunciados, pero la mayoría de ellos ningún conocimiento tienen en relación con la materialidad de la conducta, en tanto los hechos narrados por J.L.L.B. se desarrollaron a altas horas de la noche -11:00 p.m., aproximadamente- en una zona boscosa de la vereda El Ceibal, cerca a su residencia, sin que ninguna persona se pudiera percatar de lo que pasaba. 
No obstante lo anterior, para el Tribunal, al igual que lo fue para el a quo, existen suficientes elementos de juicio para atribuir responsabilidad al acusado, como pasa a verse:

Se debe empezar por manifestar que los hechos acaecidos fueron puestos en conocimiento por parte de la en ese entonces menor de edad J.L.L.B., en primer lugar a su señora madre MARÍA EMABEL BARTOLO ESPINOSA tan pronto llegó a la casa una vez consumado el episodio violento, quien narró la forma en que observó a su hija cuando ingresó a la vivienda ese septiembre 7 de 2013, la cual lloraba desesperada y le dijo que la habían violado, contándole quien había sido el autor de la ilicitud, y le observó un moretón en su cuello, al igual que las piernas le picaban por el contacto que tuvo con la maleza o la “pelusa” del matorral en donde se llevó a cabo el acto, a consecuencia de lo cual le dijo que se bañara. Así mismo indicó que ante lo sucedido llamaron a ALBEIRO CRUZ, quien para ese momento era el novio de J.L.L.B. -aunque se habían dado un espacio de 15 días como así lo dijo- y pese a encontrarse en el Corregimiento de Irra se dirigió en su moto hasta esa casa en donde también fue enterado del suceso, siendo éste quien se contactó con su hermana ADRIANA NOHEMY LONDOÑO LADINO para que los orientara qué hacer en esa situación, quien les manifestó que se trasladaran al otro día hacia el pueblo para formular la denuncia.

Al día siguiente, y con el apoyo de NOHEMY LONDOÑO, a quien también le contaron lo que había pasado, se adelantaron las gestiones ante la Comisaría de Familia, autoridad que dio la orden a J.L.L.B. para el examen sexológico pertinente, el cual fue realizado por el médico JUAN CARLOS GÓMEZ TONUZCO, en cuya valoración que fue objeto de estipulación probatoria se plasmó en la anamnesis lo narrado por la víctima e igualmente los hallazgos percibidos, concretamente una equimosis a nivel derecho del cuello y lesiones recientes y antiguas a nivel genital, todo lo cual fue describió como “edema y eritema a nivel de parte superior del labio mayor derecho”, y un “himen con presencia de desagarro antiguo a las 6:00 […]”. Como igualmente se detectó una secreción, se procedió a tomar muestras del introito vaginal, a la vez que se recolectó el panty que tenía la afectada la noche anterior para su respectivo análisis.

En efecto, fueron objeto de estipulación probatoria, entre otros, los dictámenes elaborados por biología forense donde se estableció que en las muestras enviadas se encontró semen y que era tres trillones de veces más probable que provengan de EDUARDO DE JESÚS CRUZ que de otro individuo.

Igualmente por parte del psicólogo del Hospital Nazareth, JOSÉ IGNACIO ARENAS, se realizó valoración a la afectada en octubre 30 de 2013, lo que también hizo el psicólogo de medicina legal JORGE OLMEDO CARDONA LONDOÑO en septiembre 2 de 2014, ante los cuales la adolescente J.L.L.B. contó lo sucedido, situación que motivó a que ambos profesionales fueran enfáticos en aseverar que el relato lo observaban lógico y coherente.
Como se aprecia, aquella manifestación que en principio narró la joven a su señora madre, también le fue comunicada a quien actualmente es su compañero sentimental, a la hermana de éste, al médico del Hospital que la valoró al día siguiente, a los psicólogos, a los investigadores que adelantaron el programa metodológico de investigación, y finalmente lo ratificó en juicio.
Lo anterior permite establecer que lo expuesto por la afectada desde el instante en que le contó a su madre lo acaecido, fue trasmitido posteriormente a diferentes autoridades -médico forense y psicólogos-, cuyas exposiciones, como lo ha reiterado la jurisprudencia, deben ser tenidas en cuenta como testimonio directo acerca del objeto de conocimiento que se les puso de presente
. 

Y aunque se llegara a admitir, contra toda lógica, que nada de eso otro importe y que solo se debe limitar la judicatura al testimonio directo rendido por quien dijo haber sido sujeto pasivo de la acción criminosa, es lo cierto que con fundamento en el sistema de la libre apreciación racional de las pruebas no es posible descartar de plano la posibilidad de fundar un fallo adverso en prueba con esas características -única y proveniente de la víctima-. Así lo tiene decantado de manera uniforme la jurisprudencia nacional:

“A dicho cometido apunta el señalamiento de que el testimonio único, sobre todo si proviene de la propia víctima, constituye un fundamento defectuoso en grado sumo para una sentencia condenatoria, tanto por su falta de imparcialidad y objetividad como por la imposibilidad de contrastarlo con otras pruebas de igual o mejor abolengo que se echan de menos en este proceso. 

En realidad, entiende la Corte, la máxima testis unus, testis nullus surgió como regla de la experiencia precisamente por la alegada imposibilidad de confrontar las manifestaciones del testigo único con otros medios de convicción, directriz que curiosamente aún hoy se invoca por algunos tratadistas y jueces, a pesar de la vigencia de la sana crítica y no de la tarifa legal en materia de valoración probatoria. 

[…]

Sin embargo, a pesar del histórico origen vivencial o práctico de la regla testis unus, testis nullus, hoy no se tiene como máxima de la experiencia, por lo menos en sistemas de valoración racional de la prueba como el que rige en Colombia (C. P. P., arts. 254 y 294), precisamente porque su rigidez vincula el método de evaluación probatoria a la anticipación de una frustración de resultados en la investigación del delito, sin permitir ningún esfuerzo racional del juzgador, que además es contraria a la realidad (más en sentido material que convencional) de que uno o varios testimonios pueden ser suficientes para conducir a la certeza. Todo ello desestimularía la acción penal y se opone a la realidad de que en muchos casos el declarante puede ser real o virtualmente testigo único e inclusive serlo la propia víctima.

No se trata de que inexorablemente deba existir pluralidad de testimonios o de pruebas para poderlas confrontar unas con otras, única manera aparente de llegar a una conclusión fiable por la concordancia de aseveraciones o de hechos suministrados por testigos independientes, salvo el acuerdo dañado para declarar en el mismo sentido. No, en el caso del testimonio único lo más importante, desde el punto de vista legal y razonable, es que existan y se pongan a funcionar los referentes empíricos y lógicos dispuestos en el artículo 294 del Código de Procedimiento Penal, que no necesariamente emergen de otras pruebas, tales como la naturaleza del objeto percibido, la sanidad de los sentidos por medio de los cuales se captaron los hechos, las circunstancias de lugar, tiempo y modo en que se percibió, la personalidad del declarante, la forma como hubiere declarado y otras singularidades detectadas en el testimonio, datos que ordinariamente se suministran por el mismo deponente y, por ende, dan lugar a una suerte de control interno y no necesariamente externo de la prueba”.

Al respecto, esta misma Corporación en los albores del sistema acusatorio y con ponencia de quien ahora ejerce igual función, sostuvo: “[…] de acogerse con rigor la tesis según la cual el testigo único no vale -rememorando la tarifa legal- y además que “el error en el testimonio es la regla y no la excepción”, veríamos un fácil expediente para excluir toda posibilidad probatoria en acontecimientos que ocurren en la clandestinidad (v.gr. los delitos sexuales). No atender por tanto para su análisis el testimonio de la víctima cercena de un tajo la posibilidad de llegar a la verdad de los hechos. No basta entonces con decir que el afectado tiene un interés personal en el caso que se juzga, pues fuera de ser obvio no es por sí mismo un argumento que lo destruya. Además y por supuesto, es la víctima la primera, principal y muchas veces única testigo en la gran mayoría de los eventos; pero, adicionalmente, la más interesada en que se sancione al verdadero culpable y no a uno diferente” 

Es claro de todas formas para el caso concreto, que de lo narrado por la adolescente J.L.L.B. se extrae sin dubitación alguna que en efecto sostuvo un encuentro carnal con el señor EDUARDO DE JESÚS CRUZ TREJOS, pero contrario a lo sostenido por éste y lo dicho por la parte recurrente, para la Sala, tal cual lo fue para el a quo, el mismo se realizó contra la voluntad de la menor.

La afirmación que se acaba de hacer está soportada no solo en lo expuesto por la agredida, sino que fue debidamente acreditado con los hallazgos a nivel genital, al encontrarse un edema y un eritema a nivel vaginal, y al preguntársele al médico JUAN CARLOS GÓMEZ si dichas lesiones eran compatibles con una relación sexual no consentida, fue enfático en indicar que: “se puede decir que hay algo de resistencia, una simple caricia no genera equimosis, se puede pensar que hubo algo de resistencia y/o de fuerza al producirse lesiones”, así mismo que: “lo del edema y eritema se produce si hay un aumento de fuerza o presión”
Todo ello, sin contar con la angustia y el estado deplorable en el que la madre observó a la menor cuando se hizo presente en la casa inmediatamente después de ocurrido el suceso. Sumado a que la adolescente se rascaba las piernas por la piquiña que le generó una “pelusa” existente en el lugar en el que fue tirada al momento de la relación sexual. Y siendo así, cabe preguntar: ¿es lógico que ella accediera a tener un episodio amoroso en tan particulares circunstancias de tiempo, modo y lugar?, pero además ¿si eso fue voluntario, por qué llegó en ese estado de angustia a la casa, y qué necesidad tenía de hacer un relato de esa naturaleza ante su señora madre, o de llamar a su novio a contarle semejante episodio con las consecuencias deplorables que un acontecer de esa naturaleza acarrea para una joven de su edad?   
Y lo anterior incluso, sin mencionar o tener presente aún que según se llegó a afirmar no era la primera vez que un atentado de esa naturaleza había llevado a cabo EDUARDO DE JESÚS en contra de la menor, ya que se aseveró que un año antes se había registrado un acontecimiento similar pero la menor afectada se abstuvo de ponerlo en conocimiento precisamente para evitar la humillación que eso le iba a generar ante terceras personas. 

Aquí debe recordarse que aquello de la humillación de la mujer en la sociedad por atentados sexuales no es algo inatendible, por el contrario, es una realidad que ya la había resaltado este Tribunal con ponencia de quien ahora ejerce igual función, al hacer análisis del enfoque victimológico en asuntos de esta naturaleza. Textualmente se dijo:
“El estudio de derecho comparado sobre el manejo que se le ha dado al delito sexual muestra la progresividad de los logros obtenidos a nivel jurídico penal, y ello se ha dado de la mano de la legislación civil en temas tan particulares como el divorcio, el aborto o la ley de familia.
 Y en esa superación de peldaños no ha estado ausente el tema de prueba y más concretamente la carga de la prueba que se ha hecho girar en torno a la víctima, porque tradicionalmente había recaído sobre ella el deber denigrante de demostrar su ajenidad en el resultado, so pena de favorecer al justiciable en caso de un fallido intento.

Gran incidencia tiene en ese devenir el tipo de bien jurídico que se pretende proteger, puesto que ha pesado más  el “daño social” de la conducta que el daño a la persona directamente afectada, así que ella también merece reproche social en caso de portarse inadecuadamente, con lo cual está compensando en alguna medida el agravio recibido.

El común denominador había sido que a la mujer se le venía considerando “parcialmente responsable del delito” y se presumía el consentimiento -no víctima sino partícipe-, con lo cual, la carga probatoria se invierte, porque el proceso penal lo que debería probar por tanto no sería la responsabilidad del autor sino más bien el no consentimiento de la accedida.  Allí entran en juego, a guisa de ejemplo para el caso de la violación, factores tales como el ser “provocadora” por sus vestimentas, por sus comportamientos “ligeros”, o por estar fuera de casa a hora indebida y lugares peligrosos. En la investigación se tenía que probar: “dónde, cómo y cuántos centímetros”. Se estimaba inimaginable un fallo de condena sin la prueba de la oposición, no sólo psíquica sino física, es decir, actos externos que demuestren el rechazo, a cuyo efecto se exigían evidencias tales como: lesiones, daño en prendas de vestir, rastros de violencia en el escenario de los hechos, etc. 

Todo eso correspondía a lo que se daba en llamar: exigencia de daños adicionales en la víctima, o la humillación de la mujer en juicio, porque para haber acusación era obligación descifrar exactamente qué hizo la mujer durante todo el episodio delictivo; y todavía más, debía incluir la moralidad de la víctima (su pasado, si ya había o no aceptado requerimientos del mismo o de otros hombres), de lo cual dependía la credibilidad de su testimonio.

Era comprensible por tanto que la presión social estuviera dirigida a que el legislador diera más prioridad a la intencionalidad en el sujeto activo y no en el sujeto pasivo; y más al factor subjetivo que al factor objetivo del resultado. Todo esto, con un efecto de política criminal evidente, toda vez que el resultado era la no denuncia del hecho por vergüenza, por no perder las amistades y hasta la posibilidad de una pareja futura, en cuanto a la víctima se le hacía sentir culpable de lo ocurrido y en consecuencia trataba de ocultar la existencia del delito.

En Colombia los cambios no se hicieron esperar, siempre de la mano de la legislación civil referente a las disposiciones sobre la capacidad de consentir de la mujer y la protección de su dignidad humana. Una relación cronológica de los consecutivos cambios normativos, así lo demuestra.

De esa forma podemos asegurar con total certeza, que la tensión existente en el tema de la victimología ha cedido y tiene que ceder terreno hacia la protección de la dignidad en la persona agraviada, si no se quiere hacer de ella una víctima procesal. 

No compartimos por tanto en modo alguno, que en relación con esta clase de ilicitudes el debate se centre en si hubo o no consentimiento de la víctima, o si ella era más o menos corrupta con miras a legitimar lo ocurrido. El enfoque debe ser diferente, porque no consiste en la demostración de la capacidad de las víctimas para impedir o no un hecho de esta naturaleza, sino más bien, en el acto y la intención que animaba al agresor y que podía perjudicar -real o potencialmente-. Lo dicho, en cuanto es evidente que por la vía del análisis de la capacidad de la víctima en consentir, muchas injusticias y evidentes improperios se han materializado en contra de la mujer, con mayor razón si es menor”

Para el caso concreto, lo que la Sala encuentra establecido es que la adolescente fue intimidada para que accediera al acceso carnal, y ello no solo se deduce de su relato, sino también de lo encontrado en el examen físico, en cuanto se aprecia que existió una penetración sin la debida lubricación del conducto vaginal, situación que implicó un incremento en la fuerza o presión y ello produjo las lesiones compatibles con agresión sexual, al decir de la conclusión pericial. Situación que permite determinar que la materialización de la ilicitud sí se presentó en cuanto la víctima fue accedida carnalmente en contra de su voluntad.

Ahora bien, en punto de la autoría y responsabilidad, es claro que nadie diferente al aquí procesado ejecutó el acto, en cuanto la menor accedida fue enfática en señalarlo como su atacante, sin equívoco alguno por ser persona ampliamente conocida para ella, no solo por residir en el mismo sector, sino porque según lo afirmaron varios testigos, entre ellos existió en época pretérita una relación sentimental. Y precisamente sobre esto último, bien vale la pena resaltar lo siguiente:
El hecho de que entre víctima y victimario haya existido en algún momento una relación de noviazgo, aunque dicho sea de paso la menor no lo confirma, tal situación no habilitaba al señor EDUARDO CRUZ a accederla carnalmente por la fuerza en la forma en que quedó establecido, como tampoco podía haber sido bajo el pretexto de que J.L.L.B. fuera rumbera, tomara licor, o saliera con uno y con otro, o que “no fuera caserita”, como lo dijeron en juicio algunos de los testigos de descargo.
Es evidente que muchas de las personas que declararon y que tenían alguna clase de amistad o vínculo más estrecho con el señor EDUARDO DE JESÚS CRUZ TREJOS -PAOLA ANDREA GIRALDO, LUIS ALBERTO CRUZ, OLIVERIO PINTO CHIQUITO, ANCIZAR CHIQUITO PESCADOR o ANGÉLICA MARÍA CRUZ VELASCO-, hicieron ver que entre éste y la joven J.L.L.B. había amoríos, pero ello en sí mismo considerado no justifica el proceder que aquí se reprocha.
No obstante que el togado recurrente -quien no fue el mismo que intervino en el juicio oral- aduce la presencia de serias dudas en punto de la responsabilidad de su prohijado, aquellas que resalta no alcanzan a resquebrajar la valoración efectuada por la primera instancia y que conllevaron a pregonar su compromiso en el asunto. Así se afirma porque respecto a los reparos del abogado recurrente debe decir la Corporación lo siguiente:

Aunque aduce que el examen realizado por el a quo a las pruebas debatidas en juicio fue parcializado y se dio un valor probatorio que no tenían los exámenes psicológicos, contrario sensu debe decirse que el funcionario de primer nivel sí realizó un análisis conjunto de la prueba, y si bien de la información allegada por varios de los testigos se indicó la existencia de un vínculo sentimental previo, sobre lo cual nada dijo la afectada, tal hecho no demerita lo referido en cuanto a la agresión sexual de la que fue víctima en esa oportunidad, como se dijo con antelación.
Muy a pesar de expresar el recurrente que las lesiones que tenía la joven pudieron obedecer al roce de las manos de la presunta afectada, por la alergia que le ocasionó la vegetación del lugar donde tuvo el encuentro sexual, lo que se aprecia es que ésta refirió una gran picazón en sus piernas y manos, las cuales se rascaba con desesperación y ello fue lo que motivó a que su progenitora la enviara a lavarse, pero en momento alguno, como lo dio a entender la parte recurrente, que tal roce fue a nivel genital al punto de pregonar que quizá esto le ocasionó el edema y el eritema detectados a nivel de la parte superior del labio mayor derecho, y ni siquiera ello puede justificar la equimosis igualmente apreciada en la parte antero-inferior derecha del cuello.

Añade el letrado que muchas personas pueden aparentar consecuencias emocionales y mantener una mentira en el tiempo, pero para la Sala como también lo fue para el a quo, los profesionales en psicología que no solo en una sino en varias ocasiones tuvieron la oportunidad de valorar a la joven J.L.L.B., fueron contestes en afirmar que lo referido por la misma era lógico, coherente, y evidenciaron incluso que ésta presentó una afectación psicológica que conllevó a una medicación. Así mismo y si bien es el juez quien debe establecer si ésta dice o no la verdad, lo que se pudo demostrar es que el ataque sexual se dio de la manera como ella lo describió, sin incurrir en imprecisiones que llevaran al a quo a desestimar sus dichos.

De igual modo, muy a pesar que el recurrente no está conforme con los dictámenes periciales, no encuentra sustento la Sala en sus apreciaciones en cuanto a que éstos siempre son solidarios con la víctima, en tanto al momento de emitirse deben estar revestidos de objetividad e imparcialidad, y de haber considerado que se daban tales situaciones debió hacerse uso de los mecanismos procedimentales para oponerse a su incorporación, pero como vemos, los mismos incluso fueron objeto de estipulación probatoria. De ese modo, de estimarse ahora que las técnicas usadas no eran las adecuadas, en ejercicio del derecho de defensa y contradicción se tenía el deber de presentar las pruebas que controvirtieran tal aspecto, pero de ello nada se dijo en juicio, aunque se itera, no fue quien ahora ejerce como abogado recurrente quien allí intervino. 

Finalmente, aunque la afectada narró un inicial ataque sexual, no es que hubiera mentido sobre tal acontecimiento, máxime cuando en el examen sexológico se le encontraron lesiones antiguas, sino que no se logró probar su real ocurrencia, por cuanto J.L.L.B. -quien para esa época contaba con 15 años- no le contó a nadie sobre lo sucedido y por ello su corroboración se dificultaba, razón que motivó a la Fiscalía a abstenerse de pedir condena por el concurso homogéneo de tales conductas.

En conclusión, no puede decirse que todo esto fue un invento de la menor para desquitarse por el hecho de que supuestamente EDUARDO DE JESÚS no quiso sostener una relación estable con ella, porque la prueba es contraria a una tal aseveración defensiva, y a juicio de la Sala el órgano encargado de la persecución penal sí demostró más allá de toda duda razonable, no solo la materialización de la conducta endilgada al señor EDUARDO DE JESÚS CRUZ  TREJOS, sino su responsabilidad en esa ilicitud, a consecuencia de lo cual se debe asegurar que el funcionario de instancia no se equivocó en sus apreciaciones y existe mérito suficiente para confirmar la determinación de condena en la forma en que fue confeccionada.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia de condena proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.) en contra del señor EDUARDO DE JESÚS CRUZ TREJOS. 
Esta providencia queda notificada en estrados y frente a ella procede el recurso extraordinario de casación, que de interponerse debe hacerse dentro del término legal.

En firme la presente providencia, se dará comienzo al incidente de reparación integral.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Para la fecha de su comparecencia a juicio ya contaba con algo más de 18 años de edad. Nació en noviembre 3 de 1996, ver R.C.N. 24263797. Folio 16.


� CSJ SP, 03 feb. 2010, Rad. 30612


� CSJ SP, 15 dic. 2000, Rad. 13119.


� Tribunal Superior del Distrito Judicial, sentencia de agosto 23 de 2005, Radicación 66400-31-89-001-2004-0199-00


� Tomamos como referentes válidos los trabajos de: (i) LOS, María (l994), “El feminismo y la reforma de la ley de violación”,  en Violencia Sexual. Cuerpos y palabras en lucha, Revista Travesías Año 2 No 2, ed Silvia Chejter, Cecym, Buenos Aires, pp. 9-23; (ii) ADDIS, Elisabetta (l994), “La liberación de las mujeres y la ley sobre violencia sexual. El debate feminista Italiano”, en Violencia Sexual. Cuerpos y palabras en lucha, Revista Travesías Año 2 No 2, ed Silvia Chejter, Cecym, Buenos Aires, pp.25-47; y (iii) BERGALLI, Roberto; BODELON, Encarna (l992), “La cuestión de las mujeres y el derecho penal simbólico”, en Anuario de Filosofía del Derecho IX, Madrid, pp. 43-73.


� Dígase por ejemplo, que en la legislación Penal Italiana, heredera del Código Rocco vigente durante el fascismo, se tipificó la violación dentro del título de los “delitos contra la MORAL PUBLICA y la VIDA DECENTE”, con lo cual, al agredirse sexualmente a una mujer no se entendía una conducta contra su persona, sino contra la moral colectiva; situación que tenía trascendencia para la investigación, toda vez que para los comportamientos que no atentaran contra las personas en general no había acción penal oficiosa. Esta característica de “despersonalización” de la violación es propia de las legislaciones dominantes preocupadas más por las consecuencias mismas del acto (impedir la deshonra familiar, impedir hijos extramatrimoniales) que por la víctima.


� -Código Civil -art. 1805-, la mujer fue asimilada a un menor de edad. -Ley 28 de l932, la mujer casada adquirió plena capacidad civil y pudo comparecer libremente a juicio y disponer de sus bienes. Pero subsisten desigualdades: el adulterio de la mujer bastaba para decretar la separación de cuerpos, en el hombre se tenía que demostrar “amancebamiento”. Subsistía la POTESTAD MARITAL y el ejercicio UNILATERAL de la patria potestad. -Ley 45 de l936, patria potestad para la mujer pero siempre y cuando no la ejerciera el hombre, y además ella “guarde buenas costumbres” y “no contraiga nuevas nupcias”. -Ley 75 de l968, elimina esas condiciones.-Decreto 2820 de l974, suprime todas las diferencias.-Códigos Penales de l890 y l936, protegen la MORAL PUBLICA (la católica), y el bien jurídico “Libertad y Honor Sexuales”, que implicaba demostrar un daño a algo íntimo. Agravio a la virginidad y a la familia, sin importar en realidad su libertad sexual. En el ámbito probatorio, existía la “tarifa legal de pruebas” sometida a igual criterio patriarcal. -Código Penal de l980: a)- Varió el honor sexual por el pudor sexual, término desafortunado y estigmatizante, pues equivale a los conceptos de “recato y vergüenza” con gran carga de subjetividad que relativiza la conducta. Viola el principio de determinación de la ley penal, porque la inequivocidad se exige tanto del tipo penal como del bien jurídico (art. 3 C.P.), b)- Ya no hace exigencia de un daño adicional para la víctima superior al que posee la involuntariedad del acto, pues aclaró en su descripción que lo que se sancionará es “el acceso carnal con otra persona mediante violencia”, c)- El acceso ya puede darse en cualquier cavidad del cuerpo (boca, vagina o esfínter anal), pero sigue excluyendo la utilización de objetos (que es tan solo un “acto sexual violento”, cuando podría incluso ser más traumático para la víctima), d)- Ya no rige probatoriamente la tarifa legal sino la valoración racional según la sana crítica, pero sometida a la comprobación de los elementos objetivos del tipo: “violencia”, “abuso”, o “error”-cuando se plantea inculpabilidad-. Situaciones en las cuales juega un amplio margen de discrecionalidad judicial, como sería por caso la “exigencia de un daño adicional y superior a la simple ausencia de voluntariedad en el acto”. -Decreto 1410 de l995 (de conmoción interior). Incrementó las penas. Definió por primera vez en Colombia el concepto de acceso carnal, así: “…se entenderá por acceso carnal la penetración del miembro viril por vía vaginal, anal u oral, así como la penetración vaginal o anal con cualquiera otra parte del cuerpo humano u otro objeto, con fines sexuales”. Atención inmediata y especializada para los afectados con estas conductas (art. 34). Su vigencia duró sólo dos meses, pues la Corte Constitucional declaró inexequible el Dcto.1370/95 por medio del cual se había decretado la conmoción interior. Inmediatamente se presenta un proyecto de Ley para revivir el contenido del Dcto. 1410, que vino a ser la Ley 228 de l995, pero extrañamente se omitieron en ella los artículos 32, 33 y 34. -Ley 294 de l996 -“Violencia Intrafamiliar”-. Creó un tipo penal especial querellable denominado violencia sexual entre cónyuges, que hubo de ser declarado inexequible por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-285 de Junio 5 de l997. -Ley 360 de l997. Notorio incremento de las penas. Varía el bien jurídico tutelado de la “Libertad y pudor sexuales” por el de la “Libertad y la dignidad humana”. Creación de unidades especiales para la asistencia a las víctimas.  No consagra una norma similar al art. 32 del Dcto. 1410/95, pero deroga expresamente el art. 307 del Código Penal que extinguía la acción penal “por matrimonio” (remembranza de la primacía de la honra por sobre la libertad y la autonomía de la víctima).   


� Cfr. Tribunal Superior de Pereira, providencia de marzo 04 de 2010, radicado 660016000035200903968, M.P. CASTAÑO DUQE.
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